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Extracto

Falsedad en documento privado. Para los efectos de la falsedad no se requiere demostrar un daño real, basta la  mera potencialidad de generarlo de manera efectiva. En el delito de Falsedad, el bien jurídico es la Fe Pública, no la “certeza probatoria”, se trata de un delito de peligro -no de lesión- en el que la protección al bien jurídico se produce en un momento precedente a su efectiva lesión. Basta que el documento falso tenga aptitud para perturbar una relación jurídica para que se configure la infracción. En el tema de la culpabilidad una cosa es el animus nocendi -intención de causar daño- y otra el dolo; es decir, que para que se configure el punible no se debe probar que la persona quiso hacer daño, basta demostrar que sabía de la ilicitud de su conducta y quiso su realización
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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación oportunamente interpuesto y debidamente sustentado por el defensor del procesado JUAN BAUTISTA MENA ANDRADE, contra el fallo de condena proferido el nueve (9) de Agosto de 2006 por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad, mediante el cual lo declaró penalmente responsable en el punible de FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO y le impuso pena de prisión de doce (12) meses, inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual lapso y le concedió el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

No se observan irregularidades sustanciales que obliguen a retrotraer la actuación.

2.- HECHOS 

Fueron denunciados en esta ciudad el día veintitrés (23) de Octubre del año 2003 por la gerente liquidadora del Fondo de Vivienda Popular, en contra de JUAN MENA ANDRADE, a quien señaló como responsable de haber falsificado un acta que supuestamente se levantó en una Asamblea General de la Asociación “Plan de Vivienda Madres Solteras”, en la que fue designado como su Presidente. De esa manera se hizo inscribir en la Cámara de Comercio de la ciudad como Presidente de dicho plan, y con el correspondiente certificado inició acción ejecutiva contra la dueña del predio que se quería legalizar para la construcción del Plan de Vivienda de la Asociación y obtuvo el embargo de esos lotes en perjuicio de la comunidad.

Se estableció que el acta era falsa, porque en ella se hizo constar la asistencia de personas que posteriormente afirmaron no haber participado de dicha reunión, e inclusive, se estableció que una de ellas ya había fallecido para la época de la elaboración del escrito.

3.- IDENTIDAD 

Se trata de JUAN MENA ANDRADE, hijo de Juan Bautista y Maria Olaya, titular de la c.c. No. 7.493.567 expedida en Armenia (Qdío.), natural de Condoto (Chocó), donde nació el cuatro (4) de mayo de 1944, soltero, padre de cuatro (4) hijos mayores, licenciado en educación y desempleado.

4.- CARGOS
La Fiscalía Diecisiete Seccional de Pereira (fl. 167), acusó en juicio a JUAN MENA ANDRADE por el delito de Falsedad en Documento Privado
 del que trata el artículo 289 del Código Penal, según hechos en donde aparece afectado el bien jurídico de la Fe Pública.

5.- FALLO 

Con fecha nueve (9) de Agosto de 2006
, el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) condenó a JUAN MENA ANDRADE a la pena principal de doce (12) meses de prisión, al hallarlo responsable del punible de falsedad en documento privado. Igualmente, lo condenó a la inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual tiempo y le concedió la suspensión condicional de la ejecución de la sentencia. Se abstuvo de condenarlo al pago de perjuicios, por imposibilidad de demostrar su ocurrencia.

Parra arribar a esa conclusión, el juez de primer grado consideró que el comportamiento asumido por el procesado se ajustaba al tipo penal en comento, toda vez que el hoy acusado elaboró un acta donde se hizo designar como Presidente de la Asociación “Plan de Vivienda Madres Solteras”, haciendo aparecer en ella la firma de personas que en realidad no asistieron a esa reunión, llegando inclusive a la desfachatez de hacer figurar a una persona ya fallecida como asistente a la Asamblea, hecho sobre lo cual hay suficiente prueba en el proceso.

Agregó el fallador de primera instancia, que MENA ANDRADE exhibió el acta ante la Cámara de Comercio de Pereira y allí se hizo inscribir como el Presidente de esa Asociación, con el único y exclusivo fin de obrar como su representante legal y proceder como lo hizo, es decir, a instaurar las demandas civiles en contra de la señora DEIFILIA VASQUEZ RAMIREZ, dueña del fundo que se pretendía legalizar para la construcción del Plan de Vivienda de la Asociación.
6.- RECURSO

Inconforme con la determinación, el defensor del procesado JUAN MENA ANDRADE sustentó su recurso de alzada
 el cual puede sintetizarse en los siguientes puntos:

1.- Refirió que al proceso no se allegó el original del acta presuntamente falsa, sólo fotocopia informal de la misma, sobre la cual se realizaron los dictámenes grafológicos que arrojaron resultados desfavorables para su representado.

2.- El fallo de condena se basó en que las personas que aparecen firmando el acta, no asistieron a la reunión, sin tener en cuenta lo explicado en la audiencia pública, donde se relató que si algunas de las personas que figuran en el acta no fueron a la Asamblea, incluyendo la persona ya fallecida, se debió a que al ser ellas las beneficiarias del proyecto, tenían que aparecer sus nombres en el documento, aclarando que fueron sus delegados o representantes quienes firmaron por ellas con sus nombres y no con el de los asistentes, lo que aleja un actuar doloso o de mala fe por parte de su representado.

3.- JUAN MENA ANDRADE, no obró a título personal o particular, sino en representación de una Asociación llamada “Plan de Vivienda Madres Solteras” y a favor de la cual entabló la demanda ejecutiva ante los Juzgados civiles, no con respaldo en la “famosa acta”, sino en una sentencia del Tribunal Superior de Pereira, hecho sobre el cual tampoco se pronunció el despacho.
4.- La denuncia contiene un “sartal de mentiras” que fueron desvirtuadas en la etapa instructiva, entre otras, que la revisión de los libros y documentos del Plan de Vivienda no indican o explican cuáles fueron esas innumerables irregularidades puesto que la investigación arrojó resultados muy diferentes. Además, el señor MENA ANDRADE era el vicepresidente de la Asociación y por ausencia de la señora CARMENZA BUITRAGO, él era el Presidente.

5.- JUAN MENA  ANDRADE siempre fue directivo y nunca se revocó esa designación. Sólo pretendió actualizar lo que ya se sabía, por tal razón la falsedad resulta inocua. 

6.- No es cierto que el acta y su contenido sean falsos, pues este hecho ni siquiera pudo ser probado por los peritos. 

7.- No se cumplen los presupuestos considerados por la doctrina para que se configure el delito de falsedad como son: la alteración de la verdad, el perjuicio o la posibilidad de perjudicar, el fraude para engañar y la intención de dañar; esto es, el deseo de procurar o procurarse a sí mismo un beneficio ilegítimo.

8.- JUAN MENA es un educador de la región desde hace muchos años, ha tenido dificultades por querer servirle a la gente, pero jamás ha sido ni será un delincuente.

9.- No quedó probado que su representado haya sido el verdadero autor intelectual o material de la posible falsedad. Y si la falsedad en esas condiciones, a juicio de los tratadistas, no existe, entonces no hay delito y por lógica consecuencia no puede haber autor.

7.- Para resolver, SE CONSIDERA

Un análisis pormenorizado de lo que contiene este expediente, nos presenta el siguiente panorama probatorio:
Como se indicó en acápites precedentes, JUAN MENA ANDRADE fue acusado como autor de un delito de falsedad en documento privado, por denuncia formulada por la gerente liquidadora del Fondo de Vivienda Popular de Pereira, quien puso en conocimiento de las autoridades que dicho señor había elaborado un acta falsa, surgida de una supuesta Asamblea en donde se le designó como Presidente del “Plan de Vivienda Madres Solteras”, no obstante que a dicha reunión no habían asistido las personas que hizo figurar en el acta con sus correspondientes nombres, firmas y cédulas de ciudadanía, llegando incluso a incluir en ella a una persona ya fallecida para la época en que supuestamente se celebró.

La finalidad para la cual se elaboró ese documento en el cual se aprobó su nombramiento como Presidente, estaba encaminada a hacerse inscribir en la Cámara de Comercio de Pereira como representante legal del mencionado Plan de Vivienda y de ese modo instaurar las acciones ejecutivas a las cuales se ha hecho referencia, como en efecto lo hizo, lo cual trajo como resultado el embargo de los lotes de la Asociación.

En su diligencia de indagatoria
, JUAN MENA ANDRADE admite haber solicitado a la Cámara de Comercio de Pereira su inscripción como Presidente de la Asociación “Plan de Vivienda Madres Solteras” con base en la referida acta; igualmente reconoce que las personas que allí aparecen firmando, no concurrieron a la reunión pero aparecen allí por ser los socios, hecho del cual se ratifica en la audiencia pública y así lo recuerda el defensor en su recurso.

En efecto, obra en el expediente copia auténtica del acta número 025 del 28 de julio de 2002, mediante la cual se deja consignado que siendo las 2:00 p.m. de ese mismo día, se reunieron los socios del “Plan de Vivienda Madres Solteras” en el ágora del Parque Olaya Herrera de la ciudad de Pereira, con el fin de abordar entre otros puntos, la elección de la Junta Directiva, la cual concluyó con la designación de JUAN MENA ANDRADE como Presidente de la Asociación. Igualmente, en dicho documento se aprecian los nombres, firmas y documentos de identificación de los asistentes, personas que durante el decurso de la investigación afirmaron que no asistieron a esa congregación y que las firmas allí contenidas no corresponden a las suyas. Como si fuera poco, entre aquellos que aparecen como asistentes a la asamblea, figura la señora MARINA LUGO L., persona que para ese entonces ya había fallecido según certificado de defunción visible a folio 23 C.O. 

Testimonios como los de SORAIDA MARÍA HINCAPIÉ MONTOYA
, DOLORES EDILMA ESPAÑA SOTO
 y JAVIER ZAPATA GONZÁLEZ
, dan cuenta de la falsedad a la cual se ha venido haciendo referencia y por la cual fue declarado responsable MENA ANDRADE, pues estas personas al unísono afirmaron no haber hecho presencia en aquel escenario para la fecha anotada, así como que las firma que allí fueron plasmadas no son las que acostumbran en todos sus actos públicos y privados.

Se tiene entonces un hecho cierto y plenamente demostrado como es la existencia de un acta falsa, maquillada con visos de legalidad con la que se pretendió dar fe de que las decisiones que se adoptaron en una asamblea de socios gozaban de plena validez por haber sido sometidas a votación entre los asistentes al acto; no obstante, lo que verdaderamente ocurrió, fue que no hubo presencia de los socios e inexplicablemente aparecen firmando el escrito como si hubiesen formado parte de ese quórum. 

Si algunas de las personas que allí aparecen no estuvieron, si otras ni siquiera son socias, y una ya había fallecido, significa que la famosa reunión nunca se llevó a cabo tal y como lo sostienen los declarantes ya citados, quienes incluso agregan que en caso de haber sido así, no hubieran tenido inconveniente en aceptarlo.

Todo lo dicho denota la materialidad de la conducta imputada y la responsabilidad por parte de JUAN MENA ANDRADE en su realización, pues las declaraciones y demás pruebas arrimadas a la investigación encajan perfectamente con los hechos denunciados, máxime que el acusado no pudo ofrecer una explicación razonable y satisfactoria que lograra desvirtuar la acusación formulada por la Fiscalía a título de dolo.  

Pero es que no sólo la existencia del acta falsa y las declaraciones juradas de algunas de las personas que allí figuran, permiten aseverar que MENA ANDRADE es el directo comprometido en la conducta al margen de la ley; también concurre a esa aseveración, el uso que le impartió al documento privado para los indebidos fines ante la Cámara de Comercio de esta cuidad y, posteriormente, ante la jurisdicción civil.

Es posible argumentar, como lo hace el apoderado recurrente, que no fue él quien elaboró materialmente el “acta falsa”; empero, es de recordar que en falsedad documental incurre no sólo quien realiza su creación ex novo o por imitación, sino también quien lo hace por interpuesta persona -determinador-. Y en esa apreciación no sólo concurre el hecho innegable de tener conocimiento directo acerca de la existencia del documento espurio, sino que era él y nadie más el directo interesado con el resultado -nombramiento-. Por demás, si no fue él quien lo hizo, tampoco nunca dio una repuesta satisfactoria acerca de quién pudo hacerlo; ello, no obstante haberse confeccionado, necesariamente, con su consentimiento.
De igual modo, su uso a sabiendas de esa adulteración y para darle la finalidad convenida, también le es atribuible. En definitiva, fue el señor JUAN MENA y nadie más quien lo quiso hacer aparecer como auténtico al exhibirlo ante autoridad competente.  

Otras razones que nos llevan a no conceder razón al impugnante, son las siguientes:
· En cuanto al dictamen pericial grafológico practicado, refirió el togado que ese dictamen se elaboró sobre la “copia” del acta presuntamente falsa y que por tal razón arrojó un resultado desfavorable para su representado como se puede observar en las conclusiones a las cuales llegaron los peritos. Al respecto, si se observa el dictamen grafológico visible a folio 129 C.O. en el cual se concluye que: “No se hallaron constantes gráficas suficientes que maquen fundadamente la diferencia o similitud, entre las firmas de duda, y las muestras manuscriturales indubitadas de JAVIER ZAPATA GONZÁLEZ, DOLORES EDILMA ESPAÑA SOTO y ZORAIDA MARIA HINCAPIE allegadas en calidad de patrón”, por ninguna parte se menciona la falta del original como un motivo que impidiera un adecuado resultado, lo que indica que el perito no tuvo obstáculo alguno de esa naturaleza para efectuar el dictamen; de haber requerido exclusivamente el documento original para su exploración, muy seguramente así lo hubiese consignado en su informe pericial o lo hubiese hecho saber a la directora de la investigación. De todas formas, lo que impidió una mayor precisión, no fue la ausencia del original, sino “las insuficientes constantes gráficas” para un análisis más confiable.

· Contrario a lo sostenido por el defensor, aunque el dictamen grafológico no concluyó que MENA ANDRADE haya sido el autor material de la falsedad, quedó demostrado con la prueba testimonial y documental -acta de defunción de la señora MARINA LUGO-, que el acta y su contenido sí son falsos.

· No podemos compartir el argumento según el cual, si algunas de las personas que figuran en el acta no asistieron a la asamblea, se debió a que al ser ellas beneficiaras del proyecto, tenían que aparecer en el acta sus nombres, aclarando que fueron sus delegados o representantes quienes firmaron por ellas con sus nombres y no con el de los asistentes. Justificación inatendible, habida consideración a que es obligado aceptar que un acta se levanta precisamente para dar fe de lo que se decide en la reunión que la origina, con la aceptación total o parcial de quienes intervinieron en ella, a lo cual necesariamente debe preceder el llamado a lista, la lectura del orden del día y el asentamiento de firmas e identificación de los asistentes, con la constancia obvia de si se acude en forma personal, por delegación o por representación. Nótese que los declarantes conocidos en estas diligencias, no sólo negaron haber concurrido al susodicho y haber suscrito el acta, sino que por parte alguna de sus testimonios se pone de presente el haber enviado a un delegado para que los representara en el acto.
· La regla de experiencia indica que cualquier persona del promedio, sabe o por lo menos le genera inquietud, el hecho de firmar por otra persona con su respectivo número de cédula, sin antes aclarar que lo está haciendo en representación de aquella, caso en el cual, lo acostumbrado es acudir a la figura de la “firmar por” con la cual se indica que el documento se suscribe a nombre de otro que se encuentra ausente, pero por supuesto que allí queda registrado el nombre y firma de quien realmente hizo presencia, situación que no se dio en el presente asunto.
· Si como lo afirma el defensor recurrente, JUAN MENA ANDRADE era el vicepresidente de la Asociación y estaba facultado para suplir las ausencias temporales de la Presidenta de la misma, señora CARMENZA BUITRAGO, no se entiende entonces por qué recurrió a la exhibición de un acta que sabía era falsa, para presentarla ante la Cámara de Comercio con el único propósito de hacerse registrar como el “nuevo” presidente la Asociación
. 
· También sostiene el señor defensor que se trata de una falsedad inocua, toda vez que MENA ANDRADE siempre ocupó un cargo directivo y que sólo acudió a la Cámara de Comercio en busca de actualizar lo que ya estaba dado. Al respecto, encuentra la Sala que si bien en alguna época MENA ANDRADE ocupó el cargo de vicepresidente y los reglamentos lo facultaban para asumir las faltas temporales de la Presidenta, obra prueba en el expediente, que para el veintiocho (28) de julio de 2002 -fecha del acta- y el veintiocho (28) de octubre del mismo año -fecha en que se inscribió ante la Cámara de Comercio-, ya se había expedido la Resolución 645 del seis (6) de junio de 2000 (fl. 14), por medio de la cual el Alcalde de Pereira, ordenó intervenir y tomar inmediata posesión de los negocios, bienes y haberes del Plan de Vivienda “Madres Solteras”, para concluir que el Fondo de Vivienda Popular de Pereira continuaría ejerciendo la función de Agente Especial del Alcalde para administrar el citado Plan de Vivienda. Indica lo anterior, que MENA ANDRADE tenía conocimiento de que él no estaba legitimado para actuar en representación de la Asociación, y precisamente por esa razón obró en las circunstancias ya conocidas.
· Ahora bien, la afirmación según la cual JUAN MENA ANDRADE no obró a título personal o particular, sino en representación de una Asociación llamada “Plan de Vivienda Madres Solteras” y a favor de la cual entabló la demanda ejecutiva ante los Juzgados civiles, no con respaldo en la “famosa acta”, sino en una sentencia del Tribunal Superior de Pereira, hecho sobre el cual tampoco se pronunció el despacho, es una aseveración insustancial y carente de relevancia, como quiera que aquí no se está discutiendo, ni es tema de definición, si la demanda ejecutiva que presentó ante la jurisdicción civil en uso de una representación que no le correspondía, tenía algún soporte legal o fundamento válido.
Mención aparte merece el argumento del togado, según el cual: no hubo daño efectivo ni está probada la intención de causar un perjuicio, por lo mismo, no hay ilicitud en el caso que se estudia. Al respecto tenemos:
El documento que aquí fue elaborado falsamente sí tenía una connotación especial, una finalidad específica, y no era otra que el adquirir una calidad que no le correspondía -presidente- y actuar de acuerdo con las funciones que le otorgaban los estatutos.

Para los efectos de la falsedad no se requiere demostrar un daño efectivo, basta la  mera potencialidad de generarlo. En punto a la antijuridicidad formal y material, es necesario indicar que con la puesta en vigencia de la nueva codificación procesal (art. 11 Ley 599/00) se presentó un cambio en el precepto que la consagra, pues ahora se habla de lesionar o poner en efectivo peligro de lesión, sin justa causa, el bien jurídicamente tutelado; es decir, se incluyó la condición de ser el daño “efectivo”; con ello, se acaba la posibilidad de que el juicio en sede de antijuridicidad quede reducido a una mera presunción, con mayor razón en los denominados tipos de peligro abstracto
.

En el delito de Falsedad, ese bien jurídico es la Fe Pública, no la “certeza probatoria” que aquí se quiere destacar; pero además, es uno de los clásicos delitos de peligro -no de lesión-, como bien lo tiene definido la jurisprudencia al decir que en ellos la protección al bien jurídico se produce en un momento precedente a su efectiva lesión. Basta con que el documento falso tenga aptitud para perturbar una relación jurídica reconociendo o negando un derecho
, para que se configure la infracción. El documento que ahora se analiza cumple esa condición, pues posee una apariencia de verdad con capacidad potencial para engañar. En conclusión, es suficiente la puesta en peligro del bien jurídico que entraña la confianza social hacia ese tipo de documentos.
Recuérdese además, que en el tema de la culpabilidad una cosa es el animus nocendi -intención de causar daño- y otra el dolo; es decir, que para que se configure el punible no se debe probar que la persona quiso hacer daño, basta con probar que sabía de la ilicitud de su conducta y quiso su realización, que es diferente. Sobre el particular se tuvo ocasión de pronunciarse la Corte, en los siguientes términos: 

En vigencia del Código Penal de 1936, no existía mucha claridad acerca de la naturaleza jurídica del dolo, por falta de una definición normativa: algunos autores lo consideraban como la simple intencionalidad que es inherente al comportamiento humano, otros exigían la existencia de una voluntad libre, y otros la referían a un animus nocendi. Pero con la expedición del Código Penal de 1980 ya no son posibles estas interpretaciones, pues el art. 36 dice que ‘la conducta es dolosa cuando el agente conoce del hecho punible y quiere su realización’. Estableció así como elementos del dolo el conocimiento de la conducta que se está realizando (...) es decir que no existan factores que constriñan o alteren su capacidad volitiva.

Se concluye por tanto, que los argumentos traídos a colación en el recurso, para sustentar que el ajusticiado en ningún momento quiso afectar a terceros, son inatendibles ante la evidencia cierta y contundente de que sabía que se estaba aprovechando de un documento falso, pues con esto último se agota la ilicitud.
La sentencia debe ser confirmada.
8.- DECISIÓN

En mérito de lo argumentado, la Sala Penal del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia objeto de impugnación.
Notifíquese Y cúmplase
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

       LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
� Fls. 167-5 C.O.


� Fls. 187-192 C.O.


� Fls. 198-200 C.O.


� Fl. 83 C.O.


� Fl. 42 C.O.


� Fl. 49 C.O.


� Fl. 58 C.O.


� Al folio 99 C.O. se observa una comunicación supuestamente enviada el día dieciocho (18) de octubre de 2002 a la Cámara de Comercio de esta capital (no cuenta con sello de recibido), por quien ahora funge como defensor, de la que se nota, en consideración a su fecha, que se trata más bien de una forma de subsanar la anormalidad advertida en la investigación, en el sentido de quererse demostrar con ello que en buena hora se solicitó la inscripción del señor ANDRADE –quien fungía en su condición de vicepresidente- como presidente temporal ante la ausencia de la titular. Es que, se repite, si la carta tiene fecha del dieciocho (18) de octubre, nos preguntamos: ¿qué sentido tiene hacer registrar un “acta falsa” diez días después? Se trata de un documento prefabricado que no merece crédito y que entre otras cosas el defensor por ninguna parte lo menciona en el recurso.





�   Confrontar al respecto concepto del Procurador Cuarto Delegado para la Casación Penal, emitido el cuatro (4) de marzo de 2003, en expediente radicado al No 16.392, 


�  C.S.J., Sala de Casación Penal, Sentencia del 24 de mayo de 1987, M.P. Edgar Saavedra Rojas.  


� C.S.J.. Casación Penal, marzo 7 de 1989, en Nuevo Código Penal, Jairo López Morales, Tomo I, 2ª edición, Bogotá, 2002.
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